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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2016. 

La parte recurrente, Empresas Stewart-Cementerios”; The 

Simplicity Plan of Puerto Rico, solicita que revoquemos una 

Resolución en la que el DACo declaró CON LUGAR la querella 

presentada en su contra. La resolución recurrida fue dictada el 22 de 

enero de 2016 y notificada el 2 de febrero de 2016. El 9 de mayo de 

2016, la agencia emitió una resolución en reconsideración que fue 

notificada el 12 de mayo de 2016. 

El 1 de julio de 2016, el recurrido, Wilson Pérez Pérez, presentó 

su Alegato en oposición a solicitud de revisión. 

I 

Los hechos que anteceden a la presentación de este recurso son 

los siguientes. 

La parte recurrida presentó una querella en el DACo, en la que 

alegó el incumplimiento de la recurrente con el contrato de 

compraventa de un lote memorial. La recurrida adujo que compró a la 

recurrente dos espacios para cadáveres y seis espacios para restos en 
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osarios. Sin embargo, la recurrente no le permite la exhumación de 

un cadáver para colocarlo en un osario, amparado en que 

alegadamente está prohibido. Véase, págs. 4 y 5 del apéndice del 

recurso. 

El foro recurrido emitió una resolución en rebeldía contra la 

recurrente. No obstante, esa resolución fue revocada por el Tribunal 

de Apelaciones que devolvió el caso para la continuación de los 

procedimientos. 

La recurrente se opuso al reclamo de la recurrida alegando que 

la Ley 258-2012, 24 LPRA sec. 3771 y siguientes, prohíbe el depósito 

de osamenta procedentes de exhumaciones en osarios abiertos. Según 

su interpretación, eso incluye la colocación de osamenta fuera de las 

cámaras de concreto o del interior de la tumba. La recurrente alegó 

que en el lote que vendió a la recurrida, no hay espacio para osarios 

en el interior de la tumba y la ley no permite que se ubiquen fuera de 

esta. Véase, págs. 30-40 del apéndice del recurso. 

El 27 de octubre de 2015, el DACo realizó la vista 

administrativa a la que comparecieron ambas partes con sus 

abogados. 

Luego de examinar la prueba, la agencia hizo las 

determinaciones de hecho siguientes. El 5 de julio de 1972, la esposa 

del querellante, Laidy Figueroa Pérez, suscribió el Contrato de 

Compraventa número 3215 con Ponce Park Development 

Corporation–Cementerio La Piedad, mediante el que adquirió un lote 

de terreno con espacio para dos ataúdes y cuatro osarios. El lote 

comprado está identificado como Lote Memorial Sección B, Fila J, 

Núm. 33. Las partes acordaron que el contrato estaba sujeto a las 

disposiciones del Reglamento Interno del Cementerio, copia del cual 

se acompañó y se hizo formar parte del contrato. Véase, 

determinaciones de hecho 1 y 2 de la resolución recurrida. 
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La agencia hizo constar, que el reglamento del cementerio 

dispone que: 

1) todo enterramiento y desenterramiento tiene que 
cumplir con todas las leyes vigentes y los reglamentos 
promulgados por las autoridades competentes y se 

realizará de la forma que la corporación determine. 
 

2) se permite el enterramiento de dos cadáveres en cada 

parcela, pero el propietario deberá adquirir una cripta 
de concreto u otro material que a juicio de la 

Corporación tenga una resistencia comparable a la del 
hormigón. 

 

3) podrán sepultarse en cada parcela los restos de cuatro 

personas, en depósitos construidos de material 
inoxidable con dimensiones no mayores de 10 
pulgadas de alto y de ancho y veinte pulgadas de 

largo, con tapa portacandado, candado y los restos 
deberán estar debidamente identificados en forma 

aceptable por la corporación. 
 

4) los enterramientos serán permanentes y no se 
permitirán exhumaciones a menos que sea ordenado 

por la autoridad competente conforme con la ley, o 
exista una razón meritoria de acuerdo con la 

corporación. 
 

5) es necesario cumplir con los requisitos de la ley y 
reglamento vigentes al momento de la exhumación. 

 

6) La Junta de Directores de la corporación se reservó el 
derecho a enmendar el reglamento de tiempo en 
tiempo y las enmiendas serán colocadas en un sitio 

visible de la oficina de administración del cementerio. 
Véase, determinación de hecho número 3 de la 

resolución recurrida. 
 

El DACo, además, determinó que en el año 1972 la dueña del 

Cementerio La Piedad era Ponce Park Development Corporation. No 

obstante, la dueña actual y administradora del cementerio es 

Empresas Stewart Cementerios. Según consta en la resolución 

recurrida, la señora Laidy E. Figueroa Pérez le solicitó al cementerio 

que pusiera el contrato a nombre de Laidy Figueroa Pérez, Laidy F. 

Pérez Figueroa, Luz María Pérez Figueroa, Wilson Pérez Figueroa y 

Wilson Pérez Pérez. El 9 de mayo de 2013, el Cementerio La Piedad 

expidió un Certificado de Derecho de Enterramiento a nombre de 

estos en el que se indica que: 1) son dueños del derecho exclusivo de 

enterramiento en la Sección B, Fila J, Número 33 y 2) la propiedad 
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está sujeta a ser usada exclusivamente para fines de inhumación de 

restos humanos sujeto a los términos, hoy y en el futuro vigentes del 

Reglamento del Cementerio LA PIEDAD y las leyes del ELA. Véase, 

determinaciones de hecho número 4-7 de la resolución recurrida. 

Según el foro administrativo, el 13 de julio de 2006, el recurrido 

Wilson Pérez Pérez otorgó un contrato de Venta al por Menor a Plazos 

con la recurrente para instalar una cámara de concreto doble, un 

osario y un servicio de exhumación. DACo determinó que el señor 

Pérez adquirió el servicio de exhumación para exhumar el cadáver de 

doña Carmen Pérez Torres y colocarlo en un osario. Su intención era 

tener disponibles las dos cámaras de cemento, para él y otra para su 

esposa que estaba enferma. Véase, determinaciones de hecho número 

8-9 de la resolución recurrida. 

La resolución de la agencia advierte que la recurrente entregó al 

recurrido copia del reglamento del cementerio donde se establece que 

no se permitirán exhumaciones salvo que: 1) sean autorizadas por la 

autoridad competente de acuerdo a la ley, (2) sean para trasladar el 

cadáver a otra propiedad del cementerio y de no menor valor, o (3) 

obedezcan a alguna otra razón meritoria a juicio del cementerio. 

Además, hizo constar que el reglamento dispone que la exhumación 

de cadáveres ubicados en osarios en el mismo lote, está sujeto a las 

normas siguientes: 1) no se podrá hacer ninguna exhumación en las 

criptas del jardín, 2) no podrán ser más de seis, 3) solo se podrán 

hacer en panteones de acuerdo a la capacidad del panteón y 4) solo se 

permiten exhumaciones de acuerdo a las condiciones establecidas por 

ley. Según el reglamento, los osarios serán instalados sobre la 

tapa superior de la cripta de cemento bajo tierra o en otro lugar 

designado por el cementerio. Véase, determinación de hecho 

número 10 de la resolución recurrida. 

DACo concluyó que las partes perfeccionaron un contrato de 

compraventa y la recurrida cumplió con la obligación de pagarle a la 



 
 

 
KLRA201600565    

 

5 

recurrente la cantidad acordada por los servicios, el espacio y 

capacidad acordados. Sin embargo, la recurrente incumplió con su 

obligación de proveer el espacio para los cuatro osarios acordados. La 

agencia no encontró en la ley ni en la reglamentación del 

Departamento de Salud fundamentos que avalen que los osarios fuera 

de las cámaras de concreto o del interior de la tumba están 

prohibidos. DACo especificó que el Reglamento de Salud no establece 

que los osarios tienen que ser construidos en una cámara de 

concreto, y únicamente prohíbe que las osamentas de exhumaciones 

se depositen en osarios abiertos. 

La agencia determinó que dicho reglamento permite que las 

osamentas de exhumaciones se depositen en osarios diseñados para 

esos fines y se coloquen en: 1) el interior de la tumba, 2) en 

facilidades habilitadas para esos propósitos, o 3) sean cremadas. El 

foro administrativo sostuvo que la reglamentación del Departamento 

de Salud, no provee para la colocación específica de los osarios, no 

indica específicamente que deban estar dentro de una cámara de 

concreto y solo dice que deben estar en el interior de una tumba. 

El foro recurrido resolvió que la recurrente incumplió con el 

inciso 10 del Reglamento Interno del Cementerio, que autoriza la 

instalación de osarios sobre: 1) la tapa superior de la cripta de 

cemento, 2) bajo tierra, o 3) en otro lugar que designe el cementerio. 

Como consecuencia, declaró HA LUGAR la querella y ordenó a la 

recurrente honrar al recurrido los cuatro espacios para los cuatro 

osarios acordados. Los gastos de la exhumación serán pagados por la 

recurrida. 

La recurrida solicitó reconsideración de la orden para que 

pagara los gastos de exhumación. El DACo acogió la reconsideración y 

dejó sin efecto esa determinación, debido a que el recurrido ya pagó a 

la recurrente $545.00 por esos gastos. La agencia ratificó el resto de 

la resolución administrativa. 
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Inconforme con la decisión, la recurrente presentó este recurso 

en el que hace los señalamientos de errores siguientes: 

Erró el DACO al resolver que el Reglamento General 
de Salud Ambiental del Departamento de Salud no provee 
para la localización específica de osamenta en osarios. 

 
Erró el DACO al no aplicar la doctrina de 

imposibilidad sobrevenida recogida en el Artículo 1138 

del Código Civil, 31 LPRA § 3193 y ordenarle a Empresas 

Stewart a que incumpla y/o viole las disposiciones 
aplicables de la Sección 19.00 del Reglamento General de 

Salud Ambiental promulgado por el Departamento de 
Salud que prohíbe la colocación de osamenta en osarios 
fuera del interior de la tumba o cámara de concreto, por 

lo que la parte recurrida no tiene derecho al remedio 
concedido por el DACO. 

 
Erró el DACO al sustituir su propio criterio y hacer 

caso omiso a la interpretación oficial del Secretario 

Auxiliar de Salud Ambiental del Departamento de Salud 
sobre el Reglamento General de Salud Ambiental. 

 

Erró el DACO al emitir la Determinación de Hecho 
Número Diez (10) en su Resolución pues la misma no está 

basada en evidencia sustancial que obre en el record y de 
haberse determinado el hecho correcto, variaría el 
resultado de la decisión recurrida. 

 
II 

 
A 
 

Los dictámenes de los organismos administrativos merecen la 

mayor deferencia judicial. Esta norma está asentada en el principio de 

que, los organismos administrativos tienen el conocimiento 

especializado sobre los asuntos que le han sido delegados. Como 

norma general, los tribunales no intervendremos con sus 

determinaciones de hechos, siempre y cuando estén sustentadas por 

evidencia sustancial. Al hacer ese análisis, debemos utilizar el criterio 

de la razonabilidad. The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 

800, 821-822 (2012). 

 Los tribunales sí podemos revisar las conclusiones de derecho 

de las agencias administrativas en su totalidad. Sin embargo, no 

quiere decir que podamos descartar libremente las conclusiones e 

interpretaciones de las agencias y sustituirlas por las nuestras. El 

foro judicial debe darle gran peso y deferencia a las interpretaciones 
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que las agencias administrativas hacen de las leyes particulares que 

le corresponde poner en vigor. Esta deferencia está fundamentada en 

la vasta experiencia y el conocimiento especializado de las agencias 

sobre los asuntos encomendados. Las agencias, contrario a los 

tribunales, cuentan con conocimientos altamente especializados 

acerca de los asuntos que les ha delegado el legislador. Por lo tanto, 

nuestra revisión se limita a determinar si la interpretación, o 

actuación administrativa fue razonable a la luz de las pautas trazadas 

por el legislador. Si la interpretación de la ley que hizo la agencia es 

razonable, aunque no sea la únicamente razonable, debemos honrar 

su deferencia. Hernández Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 614-

616 (2006). 

A manera de resumen, el Tribunal Supremo ha expresado que 

la norma de la deferencia solo cede cuando: (1) la determinación 

administrativa no está basada en evidencia sustancial, (2) el 

organismo administrativo ha errado en la aplicación e interpretación 

de las leyes o los reglamentos que le corresponde administrar, (3) 

cuando el organismo administrativo actúa arbitraria, irrazonable o 

ilegalmente, realizando determinaciones carentes de una base 

racional, o (4) cuando la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales. The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 

supra, pág. 822. 

B 

El DACo fue creado como una agencia especializada con el 

propósito primordial de vindicar e implantar los derechos del 

consumidor y proteger los intereses de los compradores. Artículos 2 y 

3 de la Ley Núm. 5 del 23 de abril de 1973, según enmendada, 

conocida como la Ley Orgánica del Departamento de Asuntos del 

Consumidor, 3 LPRA sec. 341 (a)(b). Como parte de los poderes 

conferidos al Secretario de esa agencia están el atender, investigar y 

resolver las querellas presentadas por los consumidores de bienes y 
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servicios adquiridos o recibidos del sector privado de la economía. 3 

LPRA sec. 341e (c). Este organismo tiene el deber vindicar los 

derechos del consumidor e implementar una estructura de 

adjudicación administrativa, mediante la cual se considerarán las 

querellas de los consumidores y se concederán los remedios 

pertinentes conforme al derecho aplicable. 3 LPRA sec. 341e (d). 

El Secretario de DACo tiene la facultad de interponer cualquier 

remedio legal necesario para hacer efectiva cualquier ley bajo su 

jurisdicción y las reglas, reglamentos, órdenes, resoluciones y 

determinaciones que promulgue y emita conforme a los poderes 

delegados. 3 LPRA sec. 341e (i). 

C 

El Artículo1044 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2994, postula el 

principio de pacta “sunt servanda,” que promulga que las obligaciones 

que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes y 

deben ser cumplidas. Cuando las personas contratan crean normas 

obligatorias como la ley misma, que convergen con el principio de la 

buena fe contractual. VDE Corporation v. F & R Contractors, 180 DPR 

21, 34 (2010). 

Por su parte, el Artículo 1233 de Código Civil, 31 LPRA sec. 

3471, establece que cuando los términos de un contrato son claros y 

no dejan duda sobre la intención de los contratantes, se entenderá al 

sentido literal de sus cláusulas. La intención de las partes es el 

criterio fundamental para fijar el alcance de las obligaciones 

contractuales. El norte de la interpretación contractual es determinar 

cuál fue la real y común intención de las partes. Este ejercicio 

requiere estudiar los actos anteriores coetáneos y posteriores al 

momento de perfeccionarse el contrato, incluyendo otras 

circunstancias que puedan denotar o indicar la verdadera voluntad de 

los contratantes. Además, al momento de interpretar un contrato es 

necesario presuponer lealtad, corrección y buena fe en su redacción 
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para evitar llegar a resultados absurdos o injustos. VDE Corporation v. 

F & R Contractors, supra, pág. 35. El deudor quedará liberado del 

cumplimiento de las obligaciones de hacer, cuando la prestación sea 

legal o físicamente imposible. Artículo 1138 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 3193. 

D 

El Artículo 8.11 de Ley de Servicios Funerarios de Puerto Rico, 

Ley Núm. 258-2012, 24 LPRA sec. 3851, prohíbe el depósito de 

osamenta procedente de exhumaciones o de cualquier otra 

procedencia en osarios abiertos y confiere facultad legal al Secretario 

de Salud para reglamentar todo lo relacionado al mantenimiento de 

los osarios. 

La Sección 19 del Artículo IX del Reglamento General de Salud 

Ambiental Reglamento Núm. 7655 del 25 de noviembre de 2008, 

regula los osarios. Dicha sección establece que: 

1. Queda prohibido depositar en osarios abiertos las 

osamentas procedentes de exhumaciones efectuadas. 

Estas deberán depositarse en osarios diseñados para 

tales fines y colocarse en el interior de la tumba; en 

facilidades habilitadas para esos propósitos, o 

cremarse. Los osarios deberán estar adecuadamente 

identificados con el nombre del difunto, hasta donde 

sea posible. Los esqueletos de huesos abandonados en 

los cementerios podrán ser enterrados en algún lugar 

dentro del cementerio o podrán ser sometidos, con la 

autorización del Secretario, al proceso de cremación. 

Se permitirá la exhumación de osamentas de personas 

luego de transcurridos los cinco (5) años de su 

enterramiento para ser trasladados a criptas o bóvedas 

construidas fuera de los cementerios, con la 

aprobación previa del Secretario y de la A.R.P.E. 

 

2. Dichas criptas o bóvedas serán construidas de 

hormigón reforzado o de un material a prueba de 

agua, con compartimiento entre sí, cuyas paredes no 

deberán ser de menores de 4 pulgadas de espesor. Las 

dimensiones mínimas de estas criptas o bóvedas 

deberán ser de 14 pulgadas de ancho, 14 pulgadas de 

alto, y 24 pulgadas de largo, y estarán revestidas en su 

interior con un enlucido de cemento. Estas criptas o 

bóvedas deberán quedar debidamente selladas. 
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La contratación de los lotes en cementerios privados mediante 

venta o cualquier medio de disposición de título o posesión, los 

servicios de mantenimiento, enterramiento o financiamiento a plazos 

se rigen de acuerdo al Código Civil y la reglamentación que a esos 

efectos apruebe el secretario del DACo. Artículo 8.10 de Ley Núm. 

258, supra, 24 LPRA sec. 3850. 

III 

La recurrente en los tres primeros señalamientos de errores 

cuestiona la interpretación y aplicación del derecho que hizo el foro 

administrativo. Dicha parte alega que el DACo erró al: 1) resolver que 

el Reglamento de Salud Ambiental, supra, no especifica dónde deben 

ubicarse los osarios, 2) no liberarlo de responsabilidad conforme al 

Artículo 1838, supra, y 3)hacer caso omiso a la opinión del Secretario 

de Salud Ambiental. 

No obstante, la recurrente no ha derrotado la deferencia que 

merece la interpretación que el DACo hizo de las leyes y reglamentos 

que le corresponde poner en vigor. El organismo administrativo actuó 

de acuerdo a su conocimiento especializado y a su obligación de 

vindicar, proteger e implementar los derechos del consumidor. A 

nuestro juicio, la agencia hizo una interpretación razonable de la 

Sección 19.00 del Reglamento de Salud Ambiental, supra. 

Según la recurrente, la sección citada impide la colocación de 

osarios fuera de las tumbas de cementos y alega que en la fosa que 

vendió al recurrido, no hay espacio para ubicarlos en su interior. 

El texto de la sección 1900, supra, dispone que: 

OSARIOS 

1. Queda prohibido depositar en osarios abiertos las 

osamentas procedentes de exhumaciones 
efectuadas. Estas deberán depositarse en osarios 

diseñados para tales fines y colocarse en el interior 
de la tumba; en facilidades habilitadas para esos 
propósitos, o cremarse…… 

 
2. Dichas criptas o bóvedas serán construidas de 

hormigón reforzado o de un material a prueba de 
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agua……Estas criptas o bóvedas deberán quedar 
debidamente selladas. 

 
Esta sección autoriza que los osarios puedan colocarse: 1) en el 

interior de la tumba, 2) en facilidades habilitadas para tales 

propósitos y 3) ser cremados. Por otro lado, no obliga a que las 

criptas o bóvedas sean de cemento y permite su construcción en 

hormigón o en un material a prueba de agua. 

Está claro que el primer señalamiento de error no fue cometido, 

debido a que la sección 1900, supra, no obliga que los osarios se 

depositen dentro de las tumbas de cemento y establece varias 

opciones para su ubicación. Cualquiera de ellas que se utilice cumple 

con la ley. Como consecuencia, resolvemos que la parte recurrente se 

equivoca al alegar que el Reglamento de Salud, supra, solo permite la 

ubicación de osarios en el interior de las tumbas o fosas de cemento. 

El segundo señalamiento de error tampoco fue cometido. La 

recurrente plantea que el Artículo 1138 del Código Civil, supra, la 

libera de cumplir con sus obligaciones contractuales, porque el 

reclamo del recurrido es contrario a la ley y físicamente imposible de 

cumplir. Dicha parte pretende que hagamos una interpretación 

errónea de la ley con la intención de evadir el cumplimiento de las 

obligaciones que asumió con el consumidor que compró sus servicios. 

El Artículo 1138, supra, no aplica en este caso. Como expresamos, la 

ubicación de los osarios dentro de las tumbas de cementos no es la 

única opción que autoriza la ley y el reglamento del Departamento de 

Salud. La reglamentación del Departamento de Salud tampoco 

prohíbe la ubicación de osarios en el exterior de las tumbas de 

concreto siempre que se cumpla con la ley. Por consiguiente, no existe 

impedimento legal para que la recurrente cumpla su compromiso con 

el consumidor. La recurrente alega que los osarios no caben dentro de 

la tumba de la recurrida, de ser cierto, la responsabilidad es suya por 

no proveer el espacio acordado. 
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La recurrente en el tercer señalamiento de error, aduce que 

DACo abuso de su discreción porque no tomó en consideración la 

interpretación del Secretario Auxiliar de Salud Ambiental del 

Reglamento del Departamento de Salud, supra. Sostiene que el 

funcionario concluyó que los osarios tienen que estar dentro de las 

tumbas y no pueden estar sobre sus tapas. Sin embargo, no 

encontramos que el Dr. Carazo llegó a esa conclusión. Por el 

contrario, encontramos que reconoció que el Reglamento de Salud, 

supra, no atendió el asunto de los osarios colocados fuera de la 

cámara de concreto. Véase, págs. 104-105 del apéndice del recurso. 

El Dr. Carazo se limitó a opinar que los cementerios privados no 

están obligados a dar mantenimiento a los osarios colocados fuera de 

la cámara de concreto, debido a que no existe una disposición 

reglamentaria que regule el asunto. El Secretario de Salud Ambiental 

opinó que como el Reglamento de Salud Ambiental no provee nada al 

respecto, el cementerio tiene potestad para prohibir osarios cerrados 

fuera de la cámara de entierro. No obstante, a nuestro juicio, el 

problema que tiene la recurrente es que renunció voluntariamente a 

esa prerrogativa, porque pactó expresamente con la recurrida que “los 

osarios serán instalados sobre la tapa superior de la cripta de 

cemento, bajo la tierra o en otro lugar que designe el 

Cementerio”. 

Por último, en el cuarto señalamiento de error se cuestiona la 

apreciación de la prueba del foro administrativo. La recurrente alega 

que en el expediente administrativo no existe evidencia sustancial 

para sustentar que el reglamento del cementerio autoriza colocar los 

osarios: 1) sobre la tapa superior de la cripta de cemento, 2) bajo 

tierra o 3) en otro lugar que autorice el cementerio. Por el contrario, 

plantea que el reglamento no contiene esa disposición. No tiene razón 

la recurrente. Basta con examinar la copia del reglamento del 

cementerio que incluyó en el apéndice del recurso. La sección 10 de 
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ese reglamento, establece expresamente que: “[l]os osarios serán 

instalados sobre la tapa superior de la cripta de cemento bajo 

tierra o en otro lugar que designe el Cementerio”. 

 La recurrente no derrotó la deferencia de la resolución de la 

agencia, porque no demostró que en el expediente administrativo 

exista otra prueba que menoscabe el peso y valor probatorio de la 

evidencia sustancial que sostiene la decisión. Por el contrario, 

encontramos que en el expediente administrativo existe evidencia 

sustancial que prueba los hechos siguientes. El 5 de julio de 1972, las 

partes otorgaron un contrato de compraventa, mediante el cual la 

recurrida adquirió un lote de terreno con espacio para dos ataúdes y 

cuatro osarios. El 13 de julio de 2006 otorgaron un segundo contrato 

de venta al por menor a plazos para la instalación de una cámara de 

concreto doble, un osario y un servicio de exhumación. El recurrido 

otorgó este contrato para exhumar un cadáver que estaba enterrado 

en una de las fosas y colocarlo en un osario. La intención del 

recurrido era tener disponible las dos fosas, porque su esposa estaba 

enferma. La recurrente entregó a la recurrida copia de su reglamento 

interno, en el que se establece que los osarios serán instalados sobre 

la tapa superior de la cripta de cemento, bajo tierra o en otro lugar 

que designe el Cementerio. 

La recurrida probó que pagó a la recurrente el precio convenido. 

Sin embargo, la recurrente incumplió con entregarle el lote con 

capacidad para dos ataúdes y cuatro osarios. La recurrente reconoció 

en la contestación a la querella que el lote que vendió a la recurrida 

solo cabían dos cuerpos completos y no hay espacio para la 

colocación de osarios en el interior de la tumba. No obstante, 

encontramos que nada impide que puedan ubicarse sobre la tapa 

superior de la cripta de cemento, bajo tierra o en el lugar designado 

por  el cementerio. 
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El DACo fundamentó la decisión recurrida en evidencia 

sustancial que no fue controvertida por la recurrente. Esta evidencia 

probó que la recurrente incumplió con el contrato que otorgó con el 

recurrido. La decisión de la agencia salvaguarda el derecho del 

consumidor a que la recurrente honre los acuerdos suscritos. La 

evidencia sustancial en la que se sostiene la determinación de la 

agencia demostró que el reclamo del consumidor no es contrario a la 

ley. La recurrente está obligada a cumplir con proveer al recurrido el 

espacio acordado para los cuatros osarios, facilitar su construcción de 

acuerdo a lo pactado y conforme a la ley. 

Ante la ausencia de prueba que establezca que el foro recurrido 

actuó de forma arbitraria, ilegal, irrazonable, fuera de contexto o 

huérfana de evidencia sustancial, estamos obligados a reconocer la 

deferencia que merece la determinación del DACo. 

IV 

Por todas las razones antes expuestas y de conformidad al 

derecho citado se confirma la resolución recurrida. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


